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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TUTELA NÚMERO  262-2020 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 

 Bogotá D.C., agosto veintisiete (27) de dos mil veinte (2020)  

 

OBJETO DE LA DECISIÓN 
 

Se pronuncia el Despacho sobre la acción impetrada por la señora MARTHA 

AZUCENA NIÑO GAONA, identificada con la C.C. No. 41.659.922, contra el 

ARCHIVO CENTRAL RAMA JUDICIAL, y el JUZGADO 14 DE FAMILIA DE 

BOGOTÁ, por vulneración a los derechos fundamentales constitucionales de 

derecho al debido proceso, derecho a la propiedad privada y derecho al acceso 

a la administración de justicia. 

 

ANTECEDENTES 
 

 

La señora MARTHA AZUCENA NIÑO GAONA, identificada con la C.C. No. 

41.659.922 presenta acción de tutela contra el ARCHIVO CENTRAL RAMA 

JUDICIAL y el JUZGADO 14 DE FAMILIA DE BOGOTÁ para que se 

pronuncien sobre la solicitud desarchive del proceso 2005-719 del JUZGADO 

14 DE FAMILIA DE BOGOTÁ, de LUIS HENAO VALLEJO contra LUZ ANGELA 

CAMACHO OCHOA, toda vez que la accionante manifiesta que pese a haber 

radicado personalmente la solicitud ha transcurrido más de cinco meses y aún 

no ha recibido respuesta. 

 

Fundamenta su petición en los artículos 29, 58, 229 de la Constitución Política 

de Colombia de 1991. 

 
ACTUACIÓN DEL DESPACHO 

  
De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado, mediante auto de agosto dieciocho (18) de dos mil veinte (2020), 

dispuso dar trámite a la presente acción de tutela y notificar a las entidades 

accionadas mediante correo electrónico, a fin de que ejerciera su derecho de 
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defensa y contradicción frente a los hechos y pretensiones indicados por la parte 

accionante y enunciados en el acápite de antecedentes de esta providencia.  

   

La accionada ARCHIVO CENTRAL RAMA JUDICIAL, en alguno de los apartes 

de la respuesta relacionó lo siguiente: 

 

“(…) llevada a cabo la búsqueda por parte de la bodega IMPRENTA, quién tiene la 
custodia de los procesos JURISDICCIÓN FAMILIA, en relación al proceso con 
radicado 2005-719 tramitado en el JUZGADO 14 DE FAMILIA, en el cual figuran las 
siguientes partes: Demandante: LUIS HENAO VALLEJO Demandado: LUZ 
ANGELA CAMACHO OCHOA; es importante indicar que luego de realizadas las 
labores administrativas de búsqueda con los datos suministrados, dicha bodega a 
través del Asistente Administrativo YERSON URREGO; pudo hallar el proceso, que 
el mismo fue DESARCHIVADO y será puesto a disposición del Juzgado desde el día 
26 de Agosto de 2020. 
 

Luego de esa fecha estará el proceso para su retiro por parte del Juzgado en 
Bodeguita edificio Hernando Morales Molina. 

 
A su vez me permito certificar que se da respuesta a solicitud de desarchivo a la 
Señora MARTHA AZUCENA NIÑO GAONA, con oficio DESAJ20-CS-2939 
mediante correo electrónico borda0829@hotmail.com informando que su expediente 
ha sido Desarchivado, y se envía notificación al correo del Juzgado 14 de Familia, 
indicando que el proceso se encontrara a su disposición en Bodeguita del edificio 
Hernando Morales Molina para su retiro a partir del 26 de los corrientes. 
 
Así las cosas, y teniendo en cuenta que el artículo 4 del Acuerdo 1213 de 2020, 
“establece que la función de Archivo Central es la custodia de expedientes 
terminados por parte de los juzgados”; y habiendo dado trámite a solicitud de 
desarchivo la oficina de Archivo Central solicita la desvinculación en la Acción de 
Tutela. 
 
 

La accionada JUZGADO 14 DE FAMILIA DE BOGOTÁ D.C., en alguno de los 

apartes de la respuesta relacionó lo siguiente: 

 

“(…) 1. El trámite que da la Secretaría frente a los procesos archivados es informar 
a los usuarios de la ubicación del expediente en la oficina de archivo para procedan 
a realizar el trámite de desarchivo ante dicha oficina quien tiene la custodia del 

expediente. Asimismo, en el caso que se presenten solicitudes a los procesos 
archivados el Juzgado de manera oficiosa, a través del secretario, realiza la 

solicitud de desarchivo del proceso a la oficina de archivo central.  
 
2. Frente al caso, objeto de tutela, se puede constatar que el solicitante realizó 
solicitud de desarchivo a la oficina de Archivo Central, adscrita a la Dirección 

Ejecutiva Seccional de Administración judicial de Bogotá, sin que a la fecha se haya 
desarchivado el proceso. 
 
3. Asimismo, informo que, como quiera que el proceso aún no ha llegado al 
Juzgado, en la presente fecha realicé solicitud a la oficina de archivo, reiterando el 
desarchivo del proceso.   
 

4. La oficina de Archivo Central emitió respuesta a ese Juzgado informando:  
 
“En atención a Acción de Tutela donde se requiere el desarchivo del proceso con 
radicado en relación al proceso con radicado 2005-719 tramitado en 
el JUZGADO 14 DE FAMILIA, en el cual figuran las siguientes partes: 
Demandante: LUIS HENAO VALLEJO Demandado: LUZ ANGELA CAMACHO 

OCHOA; es importante indicar que luego de realizadas las labores administrativas 

de búsqueda con los datos suministrados, dicha bodega a través del Asistente 
Administrativo YERSON URREGO; pudo hallar el proceso, que el mismo fue 
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DESARCHIVADO y será puesto a disposición del Juzgado desde el día 26 de Agosto 
de 2020, una vez se pueda realizar el transporte de expedientes desarchivados de 
la bodega a Archivo Central o si lo considera pertinente el señor JUEZ de 
conocimiento, podrá autorizar a uno de sus servidores públicos adscritos al 
Despacho judicial para retirar el expediente requerido de la Bodega MONTEVIDEO 

I, previo permiso por el suscrito.    

 
Luego de esa fecha estará el proceso para su retiro por parte del Juzgado en 

Bodeguita edificio Hernando Morales Molina en el horario de lunes a viernes de 
8:00 am a 1:00 pm SIN CITA PREVIA.  
    
Cabe indicar que bodeguita edificio Hernando Morales Molina a pesar de los efectos 
del COVID 19, continuó prestando los servicios a los Despachos Judiciales de forma 
presencial aun habiéndose dispuesto el cierre de sedes judiciales,  y de forma 

virtual sin interrupción a través de los canales habilitados y publicados es 
decir notificacionesacbta@cendoj.ramajudicial.gov.co (…).”  

 

 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 

Como se sabe, la acción de tutela, consagrada en la Constitución Política de 

Colombia, en su artículo 86, se ha concebido como un mecanismo de 

procedimiento preferente y sumario, que todo ciudadano tiene ante los jueces 

de la República, para que por ella misma o interpuesta persona reclame la 

protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad 

pública o particular, mediante acción u omisión propia. 

 

Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la 

acción de tutela se encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos:  

Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea 

vulnerado o amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad 

pública o excepcionalmente de un particular y que no exista otro medio de 

defensa Judicial.  

 

Como efectivamente se trata de un derecho fundamental, es del caso hacer 

algunas: 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.-De la procedencia de la acción de tutela 

La Acción de Tutela, es un mecanismo constitucional, cuyo objeto son los 

derechos fundamentales y su finalidad es la protección de los mismos frente a 

acciones u omisiones de funcionarios públicos o de particulares que tiendan a 

menoscabarlos. 

 

mailto:notificacionesacbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Además, constituye un mecanismo de origen constitucional de carácter 

subsidiario. Esto significa que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una 

específica institución procedimental para lograr el amparo del derecho 

sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución 

Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás 

procedimientos que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a 

defender los derechos fundamentales. 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, 

penúltimo inciso, desarrollado en el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 

1991 es condición negativa de procedibilidad de la Acción de Tutela que el 

afectado disponga de otro medio de defensa judicial. Esta condición clara y 

precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 
2.- Del caso concreto, tenemos que la acción invocada se centra en obtener 

respuesta a la solicitud enunciada en el acápite de antecedentes de la presente 

providencia. 

 

En cuanto a la presunta vulneración del Derecho al Debido Proceso conviene 

anotar lo sostenido por la Corte Constitucional en algunos apartes de la 

Sentencia C-163 de 2019: 

 

“(…) De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte, el debido proceso comporta al 
menos los derechos (i) a la jurisdicción, que a su vez conlleva las garantías a un 
acceso igualitario de los jueces, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las 
decisiones ante autoridades de jerarquía superior y al cumplimiento de lo decidido 
en el fallo; (ii) al juez natural, identificado como el funcionario con capacidad legal 

para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación, de acuerdo con la 
naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división del trabajo 
establecida por la Constitución y la Ley; y (iii) el derecho a la defensa (...)”. 
 
“(…) El debido proceso constituye un conjunto de garantías destinadas a la 
protección del ciudadano vinculado o eventualmente sujeto a una actuación judicial 

o administrativa, para que durante su trámite se respeten las formalidades propias 

de cada juicio. En consecuencia, implica para quien asume la dirección del 
procedimiento la obligación de observar, en todos sus actos, la plenitud de las 
formas previamente establecidas en la Ley o en los reglamentos. Esto, con el fin 
de preservar los derechos de quienes se encuentran incursos en una relación 
jurídica, en todos aquellos casos en que la actuación conduzca a la creación, 
modificación o extinción de un derecho o una obligación o a la imposición de una 
sanción (…)”. 

 
“(…) Bajo la acepción anterior, el debido proceso se resuelve en un desarrollo del 
principio de legalidad, en la medida en que representa un límite al poder del 
Estado. De esta manera, las autoridades estatales no pueden actuar a voluntad o 
arbitrariamente, sino únicamente dentro de las estrictas reglas procedimentales y 
de contenido sustancial definidas por la Ley. La manera de adelantar las diferentes 

etapas de un trámite, de garantizar el derecho de defensa, de interponer los 
recursos y las acciones correspondientes, de cumplir el principio de publicidad, 
etc., se encuentra debidamente prevista por el Legislador y con sujeción a ella 

deben proceder los jueces o los funcionarios administrativos correspondientes 
(...)”. 
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“(…) Desde otro punto de vista, el debido proceso no solo delimita un cauce 
de actuación legislativo dirigido a las autoridades sino que también constituye un 
marco de estricto contenido prescriptivo, que sujeta la producción normativa del 
propio Legislador. En este sentido, al Congreso le compete diseñar los 
procedimientos en todas sus especificidades, pero no está habilitado para hacer 
nugatorias las garantías que el Constituyente ha integrado a este principio 

constitucional. De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte[18], el debido proceso 
comporta al menos los derechos (i) a la jurisdicción, que a su vez conlleva las 
garantías a un acceso igualitario de los jueces, a obtener decisiones motivadas, a 
impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía superior y al cumplimiento 
de lo decidido en el fallo; (ii) al juez natural, identificado como el funcionario con 
capacidad legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación, de 

acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división 
del trabajo establecida por la Constitución y la Ley; y (iii) el derecho a la defensa 
(...)”. 
 

“(…) Del debido proceso también hacen parte, los derechos a (iv) las garantías 

mínimas de presentación, controversia y valoración probatoria; (v) a un proceso 
público, llevado a cabo en un tiempo razonable y sin dilaciones injustificadas; (vi) 

y a la independencia e imparcialidad del juez. Esto se hace efectivo cuando los 
servidores públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar 
justicia, ejercen funciones separadas de aquellas atribuidas al Ejecutivo y al 
Legislativo y la decisión se fundamenta en los hechos del caso y las normas 
jurídicas aplicables (...)”. 

 
Con relación al derecho a la propiedad privada, la Corte Constitucional en 

Sentencia T-454/12, en alguno de sus apartes indicó: 

 

“(…) La propiedad privada, derecho subjetivo propio de los regímenes liberales, 
está consagrada en el artículo 58 de la Constitución Política. De acuerdo con la 
jurisprudencia de esta Corte, este texto constitucional contiene seis principios que 

delimitan el contenido del derecho: “i) la garantía a la propiedad privada y los 
demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles; ii) la protección y 

promoción de formas asociativas y solidarias de propiedad; iii) el reconocimiento 
del carácter limitable de la propiedad; iv) las condiciones de prevalencia del interés 
público o social sobre el interés privado; v) el señalamiento de su función social y 
ecológica; y, vi) las modalidades y los requisitos de la expropiación (…)”. 
 
“(…) Conforme a lo anterior, la Corte ha establecido que el ejercicio del derecho a 
la propiedad privada de personas naturales y jurídicas no puede ser objeto de 

restricciones irrazonables o desproporcionadas que se traduzcan en el 
desconocimiento del interés legítimo que le asiste al propietario de obtener una 
utilidad económica sobre sus bienes, y de contar con las condiciones mínimas de 
goce y disposición[11]. No obstante, también ha sido enfática al sostener que el 
derecho a la propiedad privada solo puede ser amparado a través de la acción de 
tutela de forma excepcional (…)”. 
 

“(…) En un primer momento de la jurisprudencia, la Corte catalogaba el derecho a 
la propiedad privada de acuerdo con su ubicación en la Constitución, 
específicamente en el capítulo 2 del título segundo sobre los derechos, las 
garantías y los deberes, que recibió el nombre “de los derechos sociales, 
económicos y culturales”. A su turno, consideraba que los derechos sociales eran 
derechos de contenido prestacional que debían distinguirse de los 

derechos fundamentales, con contenido esencialmente de defensa tales como la 
vida, la integridad personal, la libertad de expresión y de cultos, entre otros (…)”. 
 
“(…) En concordancia con esta posición, la Corporación ha amparado el derecho a 
la propiedad privada en ocasiones en las cuales cualquier ámbito relacionado con 
la discusión sobre el título, el goce y la disposición de un bien inmueble afecta el 
derecho a la igualdad o a la vivienda digna de los accionantes; cuando la discusión 

legítima sobre la propiedad de bienes muebles o inmuebles afecta el derecho al 
mínimo vital de alguno de los involucrados o cuando la afectación del derecho a la 
propiedad constituye una carga desproporcionada que atenta contra el principio de 

solidaridad. En los demás casos, la Corte ha negado por improcedente la acción 
(…)”. 

 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/C-163-19.htm#_ftn18
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/T-454-12.htm#_ftn11
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En lo atinente al derecho al acceso a la administración de justicia, la Corte 

Constitucional en alguno de los apartes de la Sentencia T-018/17, indicó lo 

siguiente: 

 

“(…) El acceso a la justicia en términos constitucionales es un derecho fundamental 
en sí mismo y un derecho garantía. En efecto, la obligación de garantía respecto 
del derecho de acceso a la justicia se refiere al deber que tiene el Estado de hacer 

todo lo que esté a su alcance para el correcto funcionamiento de la administración 
de justicia. Es decir, se trata de lograr el buen gobierno de la función y la provisión 
de infraestructura para que los jueces puedan ejercer su importante 
labor.  Entonces, la realización de dicho derecho no se limita a la posibilidad que 
debe tener cualquier persona de plantear sus pretensiones ante las respectivas 
instancias judiciales, sino que se trata de una garantía que se extiende a dotar de 

infraestructura a las juezas y jueces para que puedan acceder al ejercicio de 
administrar justicia y de esta forma garantizar la eficiente prestación de este 
servicio público (…)”. 
 
“(…) La obligación de respetar implica el compromiso del Estado de abstenerse de 
adoptar medidas que tengan por resultado impedir o dificultar el acceso a la justicia 
o su realización. De otra parte, la obligación de proteger implica que el Estado 

debe adoptar medidas para impedir que terceros obstaculicen el acceso a la 
administración de justicia del titular del derecho. A su vez, la obligación de 
garantizar involucra el deber del Estado de facilitar las condiciones para el disfrute 
del derecho y hacer efectivo el goce del mismo (…)”. 
 
“(…) Facilitar el derecho a la administración de justicia conlleva la adopción de 
medidas para que todas las personas, sin distinción, tengan la posibilidad de ser 

parte en un proceso.  Asimismo, ese deber de tomar medidas implica la obligación 
de remover los obstáculos económicos para acceder a la justicia, crear la 
infraestructura necesaria para administrarla y asegurar la asequibilidad de los 

servicios del sistema de justicia para toda la población[48]. Por su parte, la creación 
de infraestructura judicial implica la asignación de recursos técnicos y la provisión 
de los elementos materiales adecuados en los puestos de trabajo de los operadores 

de justicia para garantizar un acceso eficiente a la administración de justicia (…)”. 
 
“(…) Mediante la Ley 497 de 1999 se implementaron los Jueces de Paz y se 
reglamentó su organización y funcionamiento. En la exposición de motivos 
correspondiente se les visualizó como constructores de paz y operadores de un 
mecanismo encaminado a mejorar la administración de justicia en nuestro país[51]. 
Allí se entendió que el acceso a la administración de justicia, además de ser un 

derecho de todos, también constituye un imperativo político en cuanto se relaciona 
con la capacidad de “resolver en equidad conflictos individuales y comunitarios, 
que abren un horizonte de acciones hacia la realización de la justicia como clave 
central de la convivencia ciudadana del nuevo país (…)”[ 
 
 

Revisado el contenido de la presente acción, se tiene que la acción invocada se 

centra en obtener respuesta a la petición enunciada en el acápite de 

antecedentes de la presente providencia, sobre lo cual las accionadas, conforme 

obra en la contestación allegada, adosaron copia del oficio No. DESAJ20-CS-

2939 del 24 de agosto de 2020, el cual fue enviado vía correo electrónico en la 

misma fecha y dirigido a la accionante al correo electrónico: 

borda0829@hotmail.com, con lo cual se acredita que las accionadas dieron 

respuesta a los interrogantes de la accionante.   

 

Sin más consideraciones, es del caso dar por superado el hecho objeto de 

decisión. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-421-18.htm#_ftn48
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-421-18.htm#_ftn51
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-421-18.htm#_ftn52
mailto:borda0829@hotmail.com
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D E C I S I Ó N 

 

En Mérito de lo expuesto, el Juzgado Diecinueve Laboral del Circuito de Bogotá 

D.C, Administrando Justicia en nombre de La República De Colombia y por 

autoridad de la Ley. 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: NEGAR por hecho superado la acción invocada por la señora 

MARTHA AZUCENA NIÑO GAONA, identificada con la C.C. No. 41.659.922 

contra el ARCHIVO CENTRAL RAMA JUDICIAL, y el JUZGADO 14 DE 

FAMILIA DE BOGOTÁ, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: Notifíquese a las partes por el medio más expedito. 

 

TERCERO: Si la presente decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a la 

H. Corte Constitucional para su eventual revisión, en cumplimiento a lo 

preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE   

 

La Juez,                  

 

 
 

ORIGINAL FIRMADO POR: 
LEÍDA BALLÉN FARFÁN 

 

 

 
JERH 

 

 

 
 

 
 
 

 
 

 
 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 
DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por anotación en 
estado: 

 
No.               del                                    2020 

 
 
 

LUZ MILA CELIS PARRA 
Secretaria. 


